
VENEZUELA:
HISTORIAY CRISISPOLÍTICA*

Allan R. Brewer-Carías

Desde hace mas de 10 años, Venezuela transita por una grave
crisis política que no logra superar; y que más bien se agrava. A pesar,
incluso, del proceso constituyente de 1999 y de los cambios de gobierno
ocurridos en los últimos tres años, los venezolanos aún estamos sin percibir
salidas viables para la gobernabilidad del país. Se trata de una crisis del
sistema político en su conjunto, que en su momento no se lo dejó evolucio­
nar, y cuyas fallas, lejos de solucionarse, se han exacerbado con el actual
régimen político.

Se trata de la crisis que sigue siendo de carácter terminal, que
afecta al sistema de Estado Democrático Centralizado de Partidos que se
instauró en nuestro país a partir de los años cuarenta del siglo pasado,
precisamente para desarrollar el proyecto político de implantación de la
democracia en el país de América Latina que, para entonces, era el que
menor tradición democrática tenía. El objetivo se logró, al punto de que
hasta hace pocos años, a pesar de sus fallas, podía decirse que Venezuela
tenía una de las democracias más viejas de América Latina, pero ante el
asombro de otros países latinoamericanos que nos la envidiaban, tenía muy
poco prestigio en nuestro propio país.

En consecuencia, todas las esperanzas estaban puestas en el cam­
bio político de la democracia que los venezolanos querían, y que a partir de
1998, se prometió, dando origen al proceso constituyente de 1999. Sin em­
bargo, tres años después podemos constatar que nada ha ocurrido para
permitir la profundización de la democracia. Ésta sigue siendo exclusiva­
mente representativa de unos pocos partidos políticos, ahora en menor núme­
ro que antes, y a pesar del discurso oficialista, no es nada participativa. La
excepcional oportunidad histórica que tuvo el Presidente Hugo Chávez en

*Texto de la Conferencia leída con motivo del inicio del año académico 2001-2002. Residen­
cia Universitaria Monteávila, Caracas, 4 de diciembre de 2001.
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SUS manos para realizar los cambios que la democracia requería, se perdió,
y ya es irrecuperable bajo su conducción.

Pero a pesar de todos estos inconvenientes, y con todos sus proble­
mas, los venezolanos nos hemos habituado a la democracia; es parte de la
vida social, al punto de que la gran mayoría de los votantes en las últimas
elecciones, nació en democracia. Nos parece natural el disfrute de la liber­
tad, siendo sólo recientemente cuando con preocupación hemos comenza­
do a sentir el riesgo de perderla.

Sabíamos, sin embargo, desde hace años, que la democracia tenía
que cambiar, pero el liderazgo político de los últimos lustros, encargado de
orientar, no comprendió que para continuar y sobrevivir la democracia tenía
que perfeccionarse y hacerse más representativa y más participativa.

Esa incomprensión del liderazgo, entonces, condujo al propio despres­
tigio partidista y de la democracia, y al tremendo vacío político que se produjo
en 1998, el cual fue rápidamente copado por la figura del actual Presidente
de la República, quien de fracasado golpista, irrumpió en la escena política
prometiendo todos los cambios soñados e imaginables. El pueblo lo siguió,
pero han bastado sólo tres años para que demostrara la más absoluta in­
comprensión de la realidad venezolana, y haya pasado, con su gobierno, a
un nivel de fantasías que sólo él imagina, y a un nivel de incompetencia,
degradación y corrupción nunca antes visto. Esta incomprensión, de en­
tonces y de ahora, ha sido, precisamente la que nos tiene inmersos en esta
crisis histórica, más que terminal, donde un cambio inevitable, querámoslo o
no, sigue estando visible en nuestro horizonte político.

En estos últimos tres años, en realidad, lo que hemos vivido, antes
que cambio político alguno, es el agotamiento definitivo del proyecto políti­
co y del liderazgo que implementó el sistema de Estado Democrático Cen­
tralizado en Partidos del cual, con suerte y quizás, su último representante
podría ser Hugo Chávez Frías; pues su gobierno hoy resulta ser el producto
más acabado de todos los vicios del sistema: partidismo a ultranza;
centralismo avasallante; ausencia de control del poder; sumisión del Poder
Legislativo al Ejecutivo; avasallamiento del Tribunal Supremo de Justicia;
inexistencia del Poder Ciudadano; e impunidad y corrupción rampantes.
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Lamentablemente, entonces, a pesar de todo lo ocurrido, prometido
y hablado, en estos últimos tres años la crisis política se ha agravado,
constituyendo la destrucción institucional el principal objetivo de la política
gubernamental, al punto que hoy, definitivamente, nadie cree ni confía en la
Asamblea Nacional, ni en el Poder Judicial, ni en el Poder Ciudadano, ni en
el Poder Electoral, ni en la Administración Pública.

y ello ocurre en medio de una de las crisis económicas más agudas
del Estado petrolero, cuyos conductores, sin conciencia alguna de lo que
significa, no sólo han literalmente malversado los recursos adicionales prove­
nientes de los altos precios del petróleo, sino que han continuado deseducando
a la población, que pide más, como si la riqueza petrolera fuera inagotable,
y todo ello como si no se hubiera comprobado que el modelo de repartir
dadivosamente esa riqueza ha sido no sólo una fuente de corrupción, sino
una de las causas de la propia crisis por la que atravesamos.

Lo lamentable es que todo este desprestigio institucional del apara­
to del Estado, de las nuevas organizaciones políticas y de la forma autori­
taria de gobernar, está originando un desconcierto colectivo sin que se
entienda por qué tanta corrupción e ineficiencia. Los cantos de sirena
autoritarios que se habían apoderado hasta del nombre de Bolívar, opacan­
do incluso las propias virtudes de la democracia, han provocado, de nuevo,
la situación de vacío político que hoy también sentimos, donde sin institu­
ciones que sirvan de contrapeso al Poder, el Presidente de la República,
con una máscara popular, se da el lujo de decir públicamente, como lo
recoge la prensa de hoy: "la ley soy yo. El Estado soy yo" (El Universal,
Caracas 4-12-01, pp. 1-1; 2-1). Ante esta situación y contrariamente a lo
que ocurría en tiempos de Luís XIV, la opinión pública es la única que
puede controlar el Poder. Por ello, hoy, la lucha por la preservación de la
democracia comienza por la sobrevivencia de la libertad de manifestación
y de expresión.

La mayoría de nuestro país, sin duda, quería cambios radicales,
pero no para que un Presidente pretendiera encarnar, el sólo, la Ley y el
Estado. Queríamos un cambio en libertad y sin autoritarismos. Por ello
preocupa el discurso oficialista de la supuesta "revolución pacífica", que no
sólo no es tal revolución, sino que las ejecutorias públicas del gobierno son
más bien violentas. Por ello los venezolanos comienzan a tomar conciencia
de que la libertad puede quedar perdida, por haber quedado el país en manos
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de un liderazgo antidemocrático. Por ello, el dilema que continuamos te­
niendo los venezolanos es cómo lograr los cambios inevitables, indispensables
y necesarios que requiere el país y la sociedad en libertad y sin perder la
democracia, la cual no es, precisamente, la culpable del deterioro ni está en
su destrucción el camino para la reconstrucción de la Nación.

Lo que dijo el Presidente de la Federación Rusa en 1998 al poner
fin al tiempo de la que se creía que era la Revolución más definitiva que ha
conocido la historia moderna, con ocasión del sepelio de los restos de los
Romanov, es una advertencia que tenemos que repetirle al aprendiz de
revolucionario que por desgracia está conduciendo nuestro Estado; se trata
de una de las más amargas lecciones de la historia de la humanidad; sim­
plemente: "Que los intentos de cambiar la vida mediante la violencia están
condenados al fracaso".

El Presidente de la República en cambio, con su ignorancia de la
historia y de sus propias circunstancias, nos anuncia no sólo la mencionada
"revolución pacífica", sino que agrega que es "armada" con todos los instru­
mentos de guerra y de violencia imaginables: mísiles, tanques, obuses y
quién sabe cuántas otras armas que los civiles no tenemos.

En todo caso, no es la primera vez en los dos Siglos que han
transcurrido desde que en estas tierras se comenzó a configurar nuestro
país, que nos encontramos en una situación crítica como la que hoy vivi­
mos. La tragedia política de hoy ya la hemos vivido; por lo que no es su
superfluo reflexionar sobre lo que nos ha ocurrido, precisamente para in­
tentar entender lo que nos está ocurriendo y lo que vendrá.

Por supuesto, meter dos siglos de historia en un discurso inaugural
de un curso universitario es tarea imposible, por lo que me limitaré a pre­
cisar, rápidamente, sólo algunos aspectos de los que han caracterizado nues­
tro devenir histórico en esos dos últimos siglos, para insistir en el presente y
el futuro inmediato.

Todo comenzó a finales del Siglo XVIII, siglo durante el cual, en
estas tierras, si bien se manifestaron muchas rebeliones autonomistas que
anticiparon cambios revolucionarios, también se produjeron reacciones cen­
tralistas, no sólo económicas como la que originó la instauración de la Com­
pañía Guipuzcoana, sino de carácter institucional, con las grandes reformas
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realizadas por Carlos IlI. Con estas se produjo la integración territorial de
las Provincias coloniales que conformaban estas tierras, y se modificó el
cuadro territorial que existía en 1777. Aquí existían unas Provincias que se
habían ido estableciendo y consolidando durante dos siglos y medio con un
alto grado de autonomía, disgregadas y sin vínculo alguno entre ellas, y más
bien con antagonismos. Esas Provincias estaban conducidas por Cabildos
situados muy lejos de los centros de poder político a los que estaban someti­
dos, ubicados, para unos en Santa Fe de Bogotá y para otros en la isla de
Santo Domingo. La respuesta borbónica a la autonomía local y provincial
que tantos signos de rebeldía había originado, fue en realidad la que detonó
el inicio de la configuración territorial de Venezuela, al juntarse las Provin­
cias mediante la centralización militar, al crearse la Capitanía General de
Venezuela; la centralización económica, con el establecimiento de la Real
Intendencia; la centralización legislativa y gubernamental, con la creación
de la Real Audiencia de Caracas, y la centralización judicial, con el es­
tablecimiento del Real Consulado. Todo ello había ocurrido en un lapso de
14 años, entre 1777 y 1793.

Al concluir los tres siglos de dominación española, por tanto, todo
estaba preparado para que, con la Revolución de Independencia, el país
entrara al Siglo XIX, que fue el Siglo del nacimiento del Estado bajo el signo
del militarismo, del federalismo y de las guerras sociales.

Los "trescientos años de calma" -como los calificó Bolívar- que
habían transcurrido desde el descubrimiento, habían terminado con una
revolución -Ia de Gual y España-, en 1797, que había sido de carácter
político, no precisamente de los desposeídos y de los esclavos negros, sino
de las élites intelectuales, administrativas y militares, por la libertad política.
El insumo teórico adicional del proceso lo suministraría Francisco de
Miranda y provendría del bagaje escrito que penetró en nuestras tierras
desde los Estados Unidos de Norteamérica y desde Francia, producto de
las dos grandes Revoluciones de finales del Siglo XVIII.

En ese momento sólo faltaba una causa inmediata para la Revolu­
ción Municipal y esa fue la guerra de independencia que a partir de 1808,
se desarrolló en España, contra la invasión napoleónica, y que dejó a estas
Provincias efectivamente huérfanas, desde el punto de vista político; orfan­
dad para la cual nadie estaba preparado por el vacío de poder que se había
producido por la perdida de legitimidad de la Corona. La máscara de Fernan-
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do VII ciertamente fue la excusa para que se diera el golpe de Estado del
19 de abril de 1810, precisamente por quien sólo podía darlo, el Cabildo de
Caracas, en el cual estaban representados los que dominaban social y
económicamente la Provincia, los criollos blancos, y algunos nuevos y
efímeros representantes del gremio de los pardos.

La Revolución, por tanto, la inició el Cabildo de la Capital de la
entonces llamada Provincia de Venezuela; la cual sólo era una de las Provin­
cias existentes en el territorio de la recién creada Capitanía General
que estaba integrada, además, por las Provincias de Margarita, Mérida,
Cumaná, Barcelona, Barinas, Trujillo, Maracaibo, Coro y Guayana. Estas,
sin duda, tenían que sumarse al movimiento, de lo contrario fracasaba; y la
mayoría -no todas- lo hizo, dictando sus propias Constituciones pro­
vinciales. Habían pasado sólo 34 años, menos de lo que nos separa actual­
mente del 23 de enero de 1958, desde que se había constituido la
Capitanía General de Venezuela, la cual, por supuesto, no había logrado
centralizar a estas Provincias, que siguieron autónomas y separadas unas
de otras, con sus Cabildos gobernando.

El nuevo Estado independiente que se comenzó a construir, por
tanto, sólo podía responder a una forma federal que uniera lo que nunca
había estado unido, y ese modelo nos lo suministró la experiencia
norteamericana recién iniciada. En 1810, en toda la historia del constitucio­
nalismo no había otro modelo al cual pudieran haber recurrido nuestros
próceres constitucionalistas, para solucionar el problema que surgía cuando
unas Provincias Coloniales aisladas se independizaban de un imperio y pre­
tendían constituirse en un Estado independiente; la experiencia había sido
inédita hasta el proceso de Norteamérica. No había, por tanto, salvo las
ideas monárquicas, otras que hubieran podido inspirar a nuestros conspira­
dores de 1810 y 1811, que no fueran las republicanas y federales.

En todo caso, trescientos años de aislamiento y separación inter­
provincial no podían simplemente eliminarse de un plumazo, ni podía pre­
tenderse establecer en estas tierras, mediante un cañonazo, un Estado
Unitario Centralizado. Ese y no otro, sin embargo, fue el fracaso del Liber­
tador, quien con los mejores deseos y optimismo quiso crearlo en todo el
territorio de las Provincias que conformaban no sólo Venezuela, sino inclu­
so Ecuador y Colombia. Tremenda ilusión e incomprensión, precisamente
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de los "trescientos años de calma" autonómica que los Cabildos de nues­
tras Provincias habían construido.

El Siglo XIX en todo caso, después del fracaso de las ideas boli­
varianas de panamericanismo político, estuvo signado por los intentos falli­
dos de establecer y consolidar en estas tierras un Estado Nacional
independiente y autónomo, que abarcara todas las Provincias que habían
sido incorporadas a la Capitanía General de Venezuela, con una forma de
organización centralizada.

El primer acontecimiento que signó el proceso fue la propia guerra
de Independencia; la única de carácter social de todas las de Independen­
cia de América Latina. No todos la querían ni la entendían, particularmente
a medida que la máscara de Fernando VII se fue retirando de la cara
republicana. Con ella estalló toda la relación estamental de la sociedad
colonial, de manera que en las primeras de cambio los pardos se alinearon
con el Rey contra los blancos terranientes y cabildantes que declaraban la
Independencia; y lo mismo hicieron los negros y libertos para luchar contra
sus amos, en procura de su libertad.

La Revolución la habían iniciado los blancos criollos mediante la
toma del poder de los Cabildos que venían controlando; y contra ellos se
rebelaron los otros estamentos de la sociedad colonial. No es de extrañar,
por tanto, que Boves, aprovechando el resentimiento de castas, atrajese a
unirse a sus bandos realistas, a los esclavos y libertos para luchar contra los
amos, con promesas de reparto de las tierras que se les confiscarían a los
patriotas.

De guerra política se pasó rápidamente a una guerra social, con
motivo de la cual, para cambiar el curso de la misma, en 1813 Bolívar tuvo
que acudir hasta al recurso extremo de la guerra a muerte; la cual fue, así,
de exterminio, extremadamente cruel y brutal; una guerra en la cual el
símbolo de nuestros Libertadores era nada menos que un pañuelo negro en
el cuello y una bandera, también negra, con una calavera blanca en la lanza.

Después de la guerra vinieron varias tareas urgentes: por una parte,
el repartimiento de la tierra y de los bienes confiscados a españoles, canarios y
criollos opuestos a la Independencia, proceso del cual aparecerían los nue-
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vos ricos y terratenientes, quienes pasaron, además, a ser los nuevos propi­
etarios de los esclavos que servían la tierra.

Pero por otra parte, estaba la tarea de tratar de construir un Esta­
do, ya no sólo en Venezuela sino conforme a la Constitución de Cúcuta de
1821, en todo el norte de Suramérica con la unión de los pueblos de
Colombia. Los nuevos propietarios y terratenientes de las Provincias de
Venezuela, que además habían sido los militares que habían luchado y ga­
nado la Independencia, todo lo cual les había dado el poder real en cada
Provincia, difícilmente iban a aceptar sumisión política alguna respecto de
quienes gobernaban desde Bogotá. Por ello el maravilloso e ilusorio intento
de Bolívar fracasó el mismo año de su muerte, y a partir 1830, el poder
local, esta vez de los caudillos que había salido de la guerra, se entronizó en
las Provincias de Venezuela.

El militarismo, así, marcó a nuestro país desde la Independencia
durante todo el Siglo XIX y ha estado presente hasta nuestros días; de
manera que, incluso, fue precisamente a través del militarismo que se ase­
guró la participación de todas las castas y grupos sociales en el proceso
político. El pueblo uniformado venezolano recorrió todas las provincias y
buena parte de América. La Independencia la hicieron estas milicias con­
federadas que luego, con la Federación, se entronizaron en cada Provincia;
milicias, que no eran otra cosa que el peonaje rural armado bajo el comando
de los terratenientes locales, y que sólo fueron sustituidas por un Ejército
Nacional, cuando Juan Vicente Gómez lo construyó a fuerza de guerras a
comienzos del siglo pasado. El llamado Ejército Nacional, por tanto, no
tiene todavía cien años de estructurado.

En esta forma, todo el Siglo XIX, desde el punto de vista político
fue el siglo del federalismo y de las Provincias convertidas luego en Esta­
dos soberanos; siglo que puede dividirse en dos períodos políticos clara­
mente identificados: primero, el de la formación del Estado autónomo
semi-centralizado que trataron de construir los líderes de la Independencia
a partir de 1830 y que duró hasta 1863; y segundo, el del Estado Federal,
que duró hasta 190l.

Después de tres lustros de la carnicería civil que fue la guerra de
Independencia, los regionalismos políticos que venían desde la Colonia sa­
lieron fortalecidos. Por tanto, el problema de construir un Estado ya separa-
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do de la Gran Colombia, estaba en la necesidad de conciliar esos regionalismos
políticos con las fuerzas centrípetas del Poder. Para ello, en medio de la
confrontación de poderes, la Asamblea Constituyente de 1830 optó por un
modelo de organización política centro-federal, como un equilibrio entre los
dos sectores de las clases dominantes que se habían ido formando: por una
parte, el del Partido Liberal representante de los nuevos hacendados y nue­
vos ricos regionales militares que surgieron de las Leyes de Repartos de los
antiguos latifundios; y por la otra, el del Partido Conservador, represen­
tante de la nueva burguesía comercial que se había consolidado, incluso
con el abastecimiento de la guerra, con influencia en el gobierno central.

El primero seguía la idea federal para estructurar un gobierno que
permitiera a los caudillos militares hacendados regionales mantener el con­
trol sobre las Provincias; tras la cual estaba la gran masa de la población no
privilegiada ni con capacidad política que venía del trabajo agrícola, y cuyo
origen remoto estaba mezclado a la esclavitud; el segundo, buscaba la con­
solidación de un poder central y la estructuración de un Estado Nacional.

Por la confrontación de esos partidos, el Siglo XIX también fue 1,10

siglo de revueltas, insurgencias y revoluciones, todas bajo la bandera
federal, entre las cuales se destaca la propia Guerra Federal desarrollada
entre 1858 y 1863, que por supuesto no fue la única. Entre 1830 y 1858.
cada cuatro o cinco años hubo una revolución o revuelta, hasta que en­
traron en escena las masas rurales, los bandoleros del llano y los campesi­
nos rebeldes, pero sin la conducción que habían tenido en la época de la
Independencia; todo en preparación de la próxima guerra civil, social y
política que se desarrollaría durante cinco años a partir de 1858, es decir, de
las guerras federales.

Con este proceso puede decirse que terminó abruptamente el
primer período histórico de la República, que abarcó la primera mitad del
Siglo XIX, desde 1811 hasta las guerras federales y que duró algo más de
cuatro décadas, la última de las cuales transcurrió en medio de una tremen­
da crisis política, económica y social que el liderazgo de los antiguos próceres
y luchadores de la Independencia no pudo superar.

Es cierto que en 1858 se había reunido una Convención Consti­
tuyente en Valencia para traducir en una nueva Constitución los principios
de la Revolución de Marzo. Pero como sucede tantas veces en política y ha

REVISTA DE ESTUDIANTES DE DERECHO DE LA UNIVERSIDAD MONTEÁVILA 225



VENEZCELA: HISTORIA y CRISIS POLÍTICA

sucedido tantas veces en nuestra historia, la respuesta necesaria para sol­
ventar lo que había sido una larga crisis, lamentablemente había llegado
demasiado tarde. Los jefes liberales expulsados por Castro, con Falcón,
Zamora y Guzmán a la cabeza, preparaban su invasión con un Programa
de la Federación, ayudados por las rebeliones locales de campesinos arma­
dos que se generalizaron en todo el país. Fue de nuevo una guerra de
destrucción y exterminio, la segunda que tuvimos en menos de medio Siglo,
que involucró materialmente a todo el territorio nacional mediante un pro­
ceso de movilización social, horizontal y vertical, que también empujó el
proceso igualador entre los blancos ya mezclados de la oligarquía dirigente
y las otras razas mezcladas, en una continuidad que se había iniciado en la
guerra social de la Independencia. De allí el igualitarismo venezolano.

En todo caso, con el triunfo de la Revolución Federal se inició el
segundo período histórico de la República que duró la segunda mitad del
siglo XIX. En ese momento, Zamora tenía 46 años, Falcón 43 y Guzmán
Blanco 34. Una nueva generación había llegado al poder en medio de una
brutal crisis, con la tarea de implantar un nuevo esquema de organización
política del Estado por el que se había estado luchando desde la propia
Independencia: la forma federal que situaba la base del poder en las Pro­
vincias, ahora llamadas Estados y en sus jefes políticos y militares. Desa­
pareció con ella todo vestigio de lo que podía configurarse como un Ejército
Nacional, y se consolidó el esquema de milicias que organizaban los Esta­
dos bajo el mando de los caudillos regionales, ahora Presidentes de Esta­
dos. De nuevo apareció el esquema del pueblo en armas como una forma
de participación política.

Lo que se ha dicho sobre la supuesta Federación de papel que
tuvimos durante el siglo XIX, en mi criterio, no es más que el producto de la
deformación provocada por la literatura centralista del siglo XX. Al con­
trario,la Federacióndel SigloXIX fue una realidadpolítica, legislativa,militar y
administrativa. Ciertamente que fue pobre desde el punto de vista fiscal,
pero porque todo el país era paupérrimo, y lo poco que había de ingresos se
había ido acaparando por el gobierno nacional. El país continuaba siendo un
país agrícola y pastoril, donde los hatos de ganado, las haciendas y planta­
ciones de cacao y de café dominaban la economía, incluso de las ciudades.
La fuerza fundamental de trabajo en las faenas agrícolas, hasta mitades del
siglo XIX, había continuado siendo esclava, cambiándose luego a estos, con
su liberación, por peones enfeudados.
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La Federación, sin embargo, no trajo estabilidad política, por lo que
las últimas décadas del siglo XIX también fueron de revoluciones y rebe­
liones realizadas por los propios caudillos liberales, con sus huestes popu­
lares de peones armados. La guerra larga no había acabado con el habito
de rebelión que la había originado. Por ello vino la Revolución Azul de
1868; seguida por la Revolución de Abril de 1870 comandada por Antonio
Guzmán Blanco, quien de abogado devenido en guerrillero federal se con­
vertiría en el primus inter pares en el esquema federal dominado por los
caudillos regionales. En una forma u otra la alianza entre ellos lo mantuvo
en el poder hasta 1888.

Al salir Guzmán del poder, de nuevo se generó otro gran vacío
político en el país que había dominado durante casi dos décadas. La sucesión
presidencial condujo al deterioro progresivo del Partido Liberal y la crisis se
abrió francamente. De nuevo, como en 1858, se pensó que su solución
estaba en una reforma constitucional que apuntaba a la eliminación del
Consejo Federal, a la elección de los representantes mediante sufragio uni­
versal, directo y secreto, y al restablecimiento de los 20 Estados que habían
sido reducidos por Guzmán. De nuevo, el remedio que se quiso dar a la
crisis del sistema, fue demasiado tarde.

En 1891, efectivamente, se sancionó una reforma constitucional
promulgada por Andueza Palacios sin ajustarse a la Constitución, lo que
motivó la Revolución Legalista de Joaquín Crespo, con la cual tomó el poder al
año siguiente, en 1892, con la bandera del restablecimiento de la legalidad
constitucional violada. Terminó, sin embargo, haciendo las mismas refor­
mas constitucionales con una Asamblea Constituyente, la de 1893.

El país estaba, de nuevo, en medio de una tremenda crisis económi­
ca por la baja de los precios de exportación del café y del cacao, por el
endeudamiento externo e interno que venía arrastrándose desde la época
de Guzmán Blanco; y de una crisis política que no concluía, que era efecti­
vamente total, de nuevo, por el vacío de poder que existía, al no haber
comprendido el liderazgo la necesidad de un cambio inevitable en el proyecto
político liberal federal, que ya se había desdibujado.

No hay que olvidar que en la campaña para la elección presidencial
de 1897 había participado como candidato liberal de oposición el general
José Manuel Hernández, El Mocho, cuya popularidad hacía prever su triunfo.
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No había encuestas, pero se sabía que era el favorito; y también había
formas de coaccionar el voto. Un manejo fraudulento de los comicios, o al
menos eso se alegó, condujo a la llamada Revolución de Queipa que se
extendió a los llanos de Cojedes. El Mocho fue vencido en tierras fal­
conianas y reducido a prisión, pero posteriormente participaría, aun cuando
efímeramente, en el gobierno de Cipriano Castro.

Con el gobierno de Ignacio Andrade culminó la extrema descom­
posición del liberalismo tradicional y del sistema de partidos que se había
comenzado a estructurar seis décadas antes, derrumbándose el sistema
político iniciado con la Revolución Federal, que se cayó por su propio peso.

Pero para que concluyera este segundo período histórico republi­
cano que abarcó la segunda mitad del Siglo XIX, también era necesario un
motivo. Un exiliado político desde los tiempos de la Revolución Legalista, el
otrora diputado Cipriano Castro, el 23 de mayo de 1899 invadió el país
desde Cúcuta al frente de la Revolución Liberal Restauradora, con la ban­
dera de que la designación de los Presidentes de Estado por el Presidente
de la República que había dispuesto el Congreso, violaba la soberanía y
autonomía de los 20 Estados de la República recién reconstituidos. En nombre
del federalismo venció sucesivamente las tropas gubernamentales, y entró
en Caracas el 23 de octubre de 1899. Sólo seis meses fueron necesarios
para que dominara a un país que estaba como huérfano, sin conducción
política y con partidos deteriorados.

Allí terminó el segundo período de nuestra vida republicana, y se
inició el del Siglo XX, el siglo de la consolidación del Estado Nacional, del
centralismo político, de la economía petrolera y de la democracia.

Pero durante el siglo anterior, los venezolanos nos habíamos queda­
do atrás en la historia. El Siglo XIX había sido, en el mundo occidental, el de
la revolución industrial y urbana, el del inicio de la democracia y del surgimien­
to de un nuevo sentimiento de identidad nacional en los países europeos. En
contraste, aquí no habíamos logrado realmente hacer un país ni construir un
Estado Nacional. Lo que teníamos eran entidades políticas disgregadas,
con centros urbanos paralizados, analfabetismo generalizado, industri­
as inexistentes, desocupación incluso en el campo y un esquema de gobier­
no central endeble, con una deuda externa que lo agobiaba y sin un liderazgo
que lo condujera, entre otros factores, por el deterioro terminal de los parti-
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dos políticos. En definitiva, lo que teníamos, realmente, era un país de mon­
toneras rurales y caudillos terratenientes que formaban el Partido Liberal;
un país de hacendados de cosechas pobres, que no producían más de lo que
un Siglo atrás, a finales de la época colonial, ya se producía. En fin, la
caricatura de una sociedad feudal.

Ese fue el país que recorrió Cipriano Castro al invadir de andinos la
capital, como medio Siglo antes lo había hecho Monagas con orientales.
Castro, con experiencia política, tenía 41 años y Gómez, sin ella, 42 años.
Ambos condujeron al país con mano dura; fue el período de la consoli­
dación del Estado Nacional mediante un proceso progresivo de centraliza­
ción política, militar, fiscal, administrativa y legislativa, que terminaron con
los cien años precedentes de federalismo.

Pero Castro había llegado al poder sin programa alguno, salvo el de
"nuevos hombres, nuevos ideales y nuevos procedimientos", es decir, el de
la promesa de cambio, pura y simplemente, que además para ese momento
era inevitable, como antes lo había sido en la víspera de la guerra federal, y
después, lo fue en la víspera de la Revolución de Octubre del Siglo pasado,
y está ocurriendo precisamente en estos mismos tiempos presentes; cam­
bio que, por supuesto, no se produjo de la noche a la mañana, como ningún
cambio político se ha producido en la historia. Tomó varios lustros de crisis
y de luchas.

La crisis económica agravada por la negativa de los banqueros
locales de otorgar nuevos préstamos al Gobierno, que estaba quebrado, y la
reacción de Castro, provocaron la rebeldía de los líderes liberales
tradicionales, que por temor a lo que significaba el Mocho Hernández,
habían permitido que Castro tomara el Poder. Entraron en guerra contra el
gobierno, por lo que, de nuevo, a partir de 1900, el país recomenzó a estar
infectado de guerrillas. Para luchar contra ellas había que permitir que el
gobierno pudiera transformar el aluvional Ejército Restaurador triunfante
en un verdadero Ejército Nacional, yeso fue 10que permitió la Asamblea
Constituyente de 1901, otra de las grandes Asambleas Constituyentes de
nuestra historia, al comenzar la modificación de la distribución del Poder
Territorial y empezar a poner fin al federalismo. La reforma constitucional
de 1901, en efecto, eliminó la norma que desde 1864 prohibía al Poder
Central situar fuerzas y Jefes militares con mando en los Estados, sin el
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acuerdo de los jefes políticos locales; nacionalizando además todos los per­
trechos y las armas de guerra que existían en la República.

Por primera vez en nuestra historia se nacionalizaron las armas y la
guerra. Con esos instrumentos, el Vicepresidente Gómez recorrió toda la
geografía nacional en una nueva guerra, esta vez central, pero contra los
caudillos regionales a quienes venció una y otra vez, incluyendo los de la
Revolución Libertadora de Manuel Antonio Matos. Con el triunfo militar de
Ciudad Bolívar de 1903 no sólo concluyeron cuatro años de guerra, sino
que se procedió a otra reforma constitucional, la de 1904, que eliminó
definitivamente toda posibilidad para los Estados de tener fuerzas o mili­
cias propias. Con ello, los caudillos regionales no pudieron jamás volver a
congregar ejércitos personales para asaltar el poder, abriéndose la vía para
la consolidación de un Ejército Nacional, concluyendo así cien años de
guerras civiles y de montoneras.

Con el enjuiciamiento de Castro en 1908, como autorintelectual del
asesinato de Antonio Paredes, Gómez dio un golpe de Estado apoderán­
dose del Poder, lo que legalizó con una nueva reforma constitucional en
1909, donde reapareció un Consejo de Gobierno en el cual ubicó a todos los
caudillos liberales desocupados que quedaban y que aún campeaban sin
milicias en el país, incluyendo al mismo Mocho Hernández.

Con la elite que lo rodeó, deslastrada de tanto guerrillero rural, inició
el proceso de centralización política del país que en definitiva se configuró
como un proyecto político de consolidación del Estado Nacional. Gómez,
como Comandante en Jefe del Ejército Nacional, quedó convertido en el
amo del Poder y de la guerra hasta su muerte, con lo que impuso la
estabilidad política, muchas veces en la paz de los sepulcros.

Consolidado su poder político y militar procedió a centralizar el apara­
to del Estado a partir de 1918, con las importantes reformas comandadas
por el Ministro Román Cárdenas, culminando el proceso con la reforma
constitucional de 1925, que concluyó el diseño del Estado Centralizado
Autocrático que caracterizó el período gomecista, y cuyos principios rigieron
hasta la Revolución de Octubre de 1945, continuando luego los principios
centralistas hasta nuestros días.
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Para 1925, además, lo que en los primeros lustros del Siglo XX
aparecía como borroso, en el presupuesto de ese año ya estaba claro: la
renta petrolera había llegado a ser el renglón más importante de ingresos,
significando un tercio de la renta interna, lo que al final del período gome­
cista haría que la renta minera llegara a proporcionar más de la mitad de la
renta global, y Venezuela sería entonces el segundo país productor y expor­
tador de petróleo del mundo. Con el petróleo, el país de los hacendados y de
la agricultura que nos había sostenido durante más de cuatro Siglos, que­
daría relegado totalmente; los viejos caudillos rurales habían sido definitiva­
mente expulsados o desplazados, y con ellos las penurias de las pobres
cosechas.

Se inició así, el modelo de Estado petrolero y de la sociedad depen­
diente del ingreso petrolero del Estado, en la cual materialmente nadie con­
tribuye pero todos piden y esperan del Estado, porque los contribuyentes
esenciales antes eran las empresas concesionarias de hidrocarburos, y ahora
son las empresas de la industria petrolera nacionalizada.

Con la muerte de Gómez, a partir de 1936 puede decirse que
indudablemente comenzó el surgimiento de una nueva Venezuela, no sólo
desde el punto de vista político sino también desde el punto de vista económico
y social, precisamente en virtud de los efectos de la explotación petrolera.
En esos años la movilidad social se había acentuado; el antiguo campesino
se había convertido en obrero petrolero y las ciudades comenzaron a ser
progresivamente invadidas por todo tipo de buscadores de oportunidades
que el campo no daba, iniciándose el proceso de marginalización de nues­
tras ciudades tan característico de la Venezuela contemporánea. La rique­
za fue más fácil y a veces gratuita, quedando desvinculada del trabajo
productivo. El petróleo así, enriqueció, pero también impidió que se llegara
a implantar al trabajo como valor productivo de la sociedad, precisamente
cuando el mundo vivía la más extraordinaria de las revoluciones in­
dustriales y se hubiera podido construir la etapa de despegue del desarrollo
de nuestro país.

Ciertamente, a partir de 1936 resurgió paulatinamente el ejercicio
de los derechos políticos y de las libertades públicas inexistentes cuando
Gómez, y se inició la marcha del país en el campo demográfico, social y
cultural que se había paralizado durante un cuarto de Siglo; pero ello
ocurrió en un país que continuaba atrasado, ignorante de lo que sucedía en
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el mundo y abiertamente saqueado por inversionistas extranjeros con sus alia­
dos criollos.

Con la reforma constitucional de 1936, promulgada por Eleazar
López Contreras, se inició el lento proceso de transición de la autocracia a
la democracia, siendo el período de López testigo del nacimiento de los
movimientos obreros y de masas y de las organizaciones que desemboca­
ron en los partidos políticos contemporáneos y cuyo inicio estuvo en los
movimientos estudiantiles de 1928. En 1941, en plena II Guerra Mundial, a
López lo sucedió Isaías Medina Angarita, su Ministro de Guerra y Marina,
como López antes lo había sido de Gómez, hecho que si bien significó en
cierta medida la repetición dinástica del gomecismo, no detuvo, sino más
bien alentó, la continuación de la apertura democrática.

Pero ya en la Venezuela de 1945 esa tímida apertura no era sufi­
ciente. A pesar de las importantísimas reformas legales que Medina realizó
para ordenar la explotación petrolera y minera y hacer que las conce­
sionarias pagasen impuestos; y a pesar de existir ya un país más abierto al
mundo en la víspera del inicio de la democratización contemporánea pro­
vocada por el fin de la II Guerra Mundial, el liderazgo medinista no supo
interpretar la necesidad de una sucesión presidencial mediante sufragio
universal y directo. Lamentablemente, de nuevo, aquí también como tantas
veces antes en la historia, la incomprensión del momento político encegueció
al liderazgo perdido en tratar de imponer un candidato de origen andino
para su elección por el Congreso, ante la sombra de López Contreras que
amenazaba con su propia candidatura.

La Revolución de Octubre de 1945, provocada por la confusión
candidatural generada por el liderazgo andino, de nuevo llevó a los militares
al poder con una mediatización temporal, sin embargo, por el apoyo que
le dió el partido Acción Democrática a la Revolución, que hizo gobier­
no a sus líderes. En ese momento, Pérez Jiménez, tenía 31 años; Rómulo
Betancourt, 37 años; Raúl Leoni, 40 años y Gonzalo Barrios y Luis Beltrán
Prieto Figueroa, 43 años.

No es el momento de juzgar a la Revolución de Octubre; en realidad
tenemos mas de 50 años juzgándola y en todo caso, ya quedó en la historia.
Lo importante a destacar es que seguramente se habría evitado si no es por
la miopía política del liderazgo dellopecismo y del medicinismo, es decir, de
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los sucesores del régimen de Gómez, en entender lo que habían hecho y
logrado en sólo una década entre 1935 y 1945.

Para esta fecha, fin de la II Guerra Mundial, ciertamente que ya
estaban en otro país totalmente distinto al que había dejado el dictador a su
muerte, tanto desde el punto de vista político como social y económico.
Ellos lo habían cambiado todo al comenzar e impulsar la apertura democráti­
ca; pero a la hora en que esta podía conducirlos a perder el control del
poder, se cegaron en cuanto a la senda que debían continuar. Fueron inca­
paces de comprender y reconocer desde el punto de vista democrático, que
la extraordinaria obra que habían realizado de abrir el país a la democracia,
requería de un paso más que permitiera la abierta participación electoral de
los partidos de masas que bajo su ala se habían constituido, con el riesgo,
por supuesto, de que estos pudieran ganar la elección. Ese era quizás el
precio que tenían que pagar por la continuación del proceso democrático.
Reformaron la Constitución en abril de 1945, pero no fueron capaces de
establecer la elección directa para la elección presidencial, ni el voto fe­
menino salvo para las elecciones municipales, y seis meses después de la
flameante reforma constitucional, les salió el lobo materializado en la
Revolución de Octubre, con la bandera de establecer el sufragio universal
y directo, enarbolada por el partido Acción Democrática.

La incomprensión del liderazgo de lo ocurrido en la década que
siguió a la muerte de Gómez, puede decirse que hizo inevitable el golpe de
Estado para hacer lo que aquél no había entendido como indispensable:
terminar de implantar la democracia mediante el sufragio universal, directo
y secreto. Ello, por supuesto, podía acabar democráticamente con la hege­
monía del liderazgo andino, lo que en efecto ocurrió en el mediano plazo
pero mediante un golpe militar, con todas las arbitrariedades, injusticias y
abusos que acompañarían a un gobierno originado en un hecho de fuerza.

Las generaciones y el liderazgo político tienen la obligación de en­
tender, en momentos de crisis, cual es el precio que hay que pagar para el
mantenimiento de la paz, y en nuestro caso actual, para el perfecciona­
miento de la democracia. Ese es el reto que tuvieron en 1945; y es el que
ahora mismo tenemos los venezolanos.

En 1945 no quisimos identificarlo y se inició en Venezuela el cuarto
de los grandes ciclos políticos de la época republicana. El Estado Centralizado
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Autocrático de la primera mitad del Siglo XX comenzó a ser sustituido por
el Estado Centralizado Democrático que encontró su marco constitucional
en la Asamblea Constituyente de 1946, otra de nuestras grandes
Constituyentes, que sancionó la Constitución de 1947. Su texto fue, básica­
mente, el mismo del de la Constitución de 1961 la cual, sin embargo, se
dictó sobre una base política democrática que no existía en 1946: la del
pluralismo. La diferencia abismal que existió entre una y otra, por tanto, no
radicó en el texto mismo de la Constitución que fue casi igual, sino en su
base política: en la Asamblea Constituyente de 1946 no estaban presentes
todos los actores políticos, pues el medinismo estuvo ausente; en el Con­
greso de 1961, en cambio, sí estaban todos los actores políticos de manera
que la Constitución respondió a un consenso o pacto para la democracia,
sin exclusiones.

Lamentablemente fue necesaria una década de dictadura militar
para que los venezolanos que se habían definido como proyecto político
implantar a juro la democracia en Venezuela, con Rómulo Betancourt a la
cabeza, se dieran cuenta de que la democracia no podía ni puede funcionar
sobre la base de la hegemonía de un partido único o casi único sobre todos
los otros, ni con exclusiones, sino que tiene que tener como soporte el plu­
ralismo partidista y de ideas, donde el diálogo, la tolerancia, la negociación
y la conciliación sean instrumentos de acción. El Pacto de Punto Fijo de
1958, firmado por los líderes políticos de los tres partidos fundamentales,
Acción Democrática, Copei y Unión Republicana Democrática, y que pronto
comenzará a ser revalorizado, lo veremos; fue el producto más depurado
de la dolorosa experiencia del militarismo de los años cincuenta, precisa­
mente con el objeto de implantar la democracia, dando sus frutos plenos en
las décadas posteriores.

En esa tarea los partidos políticos asumieron el papel protagónico;
por eso el Estado que comenzó a desarrollarse en 1958 fue un Estado
Democrático Centralizado de Partidos; y tuvieron un extraordinario éxito:
la democracia se implantó en Venezuela; pero lamentablemente, de Estado
de Partidos se pasó a partidocracia, pues los partidos se olvidaron que eran
instrumentos para la democracia y no su finalidad.

Asumieron el monopolio de la participación y de la represen­
tatividad en todos los niveles del Estado y de las sociedades intermedias, lo
que sin duda había sido necesario en el propio inicio del proceso. Pero con
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el transcurrir de los años se olvidaron abrir el cerco que tendieron para
controlarlo y permitir que la democracia corriera más libremente. Y al final
del último período constitucional de la década de los ochenta del siglo
pasado, la crisis del sistema se nos vino encima cuando el centro del poder
político definitivamente se ubicó afuera del Gobierno y del aparato del Es­
tado, en la cúpula del Partido que en ese momento dominaba el Ejecutivo
Nacional, el Congreso y todos los cuerpos deliberantes representativos;
que había nombrado como Gobernadores de Estado incluso a sus
Secretarios Generales regionales', y que designaba hasta los Presidentes
de cada uno de los Concejos Municipales del país. El gobierno del Partido
Acción Democrática durante la presidencia de Jaime Lusinchi, hizo todo lo
contrario de lo que reclamaban las más de dos décadas de democracia que
teníamos cuando se instaló, que era la apertura frente a la autocracia parti­
dista que se había desarrollado y la previsión de nuevos canales de
participación y representatividad. Fue el Gobierno donde más se habló de
"reforma del Estado" para precisamente no hacer nada en ese campo, sino
todo lo contrario, pues en ese período de gobierno fue que apareció la Parti­
docracia con todo su espanto autocrático. Afortunadamente al menos, de
esa época quedaron los estudios de la Comisión Presidencial para la Refor­
ma del Estado.

El Caracazo de febrero de 1989, a escasos quince días de la toma
de posesión del nuevo Presidente electo por segunda vez, Carlos Andrés
Pérez, fue el signo trágico del comienzo de la crisis del sistema de Estado
de Partidos, que todavía padecemos, seguido de los dos intentos militaristas
de golpe de Estado, de febrero y noviembre de 1992, los cuales, además de
atentatorios contra la Constitución, costaron centenares de vidas. Sin em­
bargo, asombrosamente algunos de los partidos políticos que apoyaron el
segundo gobierno del Presidente Caldera y han apoyado al Presidente
Chávez los calificaron como una "conducta democrática" de los militares
para expresar su descontento, lo cual es un exabrupto, sobre todo si se
releen los proyectos de Decretos que planeaban dictar.

En la historia, todos los acontecimientos tienen sus raíces en un
proceso que siempre viene germinando desde mucho antes y finalmente
brotan, a veces en la forma violenta, trágica o dramática de una revolución
o de una guerra.
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La crisis del sistema político establecido en 1958 para operar la
democracia que aun hoy tenemos, y que desde hace años nos angustia,
precisamente tiene sus raíces en las décadas anteriores de democratiza­
ción. Y si todavía hoy tenemos democracia, más de diez años después del
afloramiento de la crisis, sólo se debe a los remedios inmediatos de terapia
intensiva, pero incompletos, que se le suministraron al sistema al inicio del
segundo gobierno de Carlos Andrés Pérez, con el comienzo del proceso de
descentralización política, mediante la revisión constitucional que se hizo
con la elección directa de Gobernadores y el inicio de la transferencia de
competencias nacionales a los Estados, reformándose el viejo y dormido
esquema federal; proceso ahora abandonado.

Pero sin duda, aquí, a pesar de todas las advertencias, las reformas
en tal sentido las iniciamos demasiado tarde, sin anticipamos a la crisis
como hay que hacerlo, y más bien en medio de ella, reformas que fueron
preteridas en el proceso constituyente de 1999, en el cual se centralizó aún
más el Estado. Hoy por hoy, por tanto, la crisis de la democracia, de su
consolidación y afianzamiento, esta visto que no se puede solucionar con
una simple reforma constitucional, como la de 1999, sino abriendo efectiva­
mente nuevos canales de representatividad y participación democrática para
llenar el vacío que nos dejó el deterioro de los partidos políticos tradiciona­
les, el cual no han logrado llenar los nuevos y aluvionables partidos que han
asaltado el poder, y que de nuevo han colocado al país en una orfandad
política; participación que, por supuesto, ya no puede ser la del pueblo ar­
mado en milicias que originó el caudillismo del siglo XIX, y sobre lo cual
aparentemente sueña el actual Presidente de la República, al anunciamos
su "Revolución pacífica armada", y quererla, además, extender a la Améri­
ca andina, pensando quizás en la guerrilla colombiana. Al contrario, el reto
que aún tenemos los venezolanos es el de formular un nuevo proyecto
político democrático que sustituya el Estado Centralizado de Partidos por
un Estado Descentralizado Participativo.

En 1998, Yasí lo sostuvimos repetidamente, para resolver la crisis
en la cual aún nos encontramos, no teníamos otra salida que no fuera la de
convocar democráticamente a una Asamblea Constituyente; y no porque
la hubiera descubierto y propusiera el candidato Chávez, sino porque en la
historia constitucional, en un momento de crisis terminal de gobernabilidad
y de perdida de legitimación del Poder, no ha habido ni hay otra forma de
reconstituir al Estado y al sistema político que no sea mediante una convo-
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catoria al pueblo. La idea de la Asamblea Constituyente, por tanto, no debió
ser una propuesta partidaria de un candidato presidencial, pues pertenecía
a todos.

Esa Asamblea Constituyente, en 1999,en momentos de crisis política
generalizada, por otra parte, debió haber sido un mecanismo democrático
para formular un proyecto de país, como lo habían sido las grandes Consti­
tuyentes de 1811, 1830, 1864, 1901 Y 1947, pero con la diferencia de que
aquéllas habían sido el resultado de una ruptura política y no el mecanismo
para evitarla. En 1999, y en tiempos de crisis de la democracia, la Consti­
tuyente debió haber sido, como 10propusimos, un instrumento para que las
fuerzas políticas pudieran llegar democráticamente a un consenso so­
bre ese proyecto de país. Para ello, la propia democracia debió haberla
asumido como cosa propia, por supuesto, con el riesgo para el liderazgo
existente de perder el control del poder que los partidos tradicionales habían
monopolizado durante 40 años. Ese, quizás, era el precio que había que
pagar para que la democracia continuara. Identificarlo era la tarea históri­
ca que teníamos por delante en ese momento. Pero los partidos políticos, en
1998, no entendieron lo que ocurría en el país, y dejaron la bandera de la
Constituyente en manos de quien menos se debía y en cuyas manos más
peligro representaba para la democracia.

Así fue, por tanto, como el candidato Chávez le arrancó a los
demócratas la salida constituyente, dándose inició al proceso de
violaciones constitucionales, desde el mismo momento en el que asumió el
poder; violaciones que no han cesado hasta nuestros días.

Primero fue la convocatoria a la Asamblea Nacional Constituyente
no prevista en la Constitución de 1961, buscando imponer el principio de la
soberanía popular manifestada en un referendo consultivo, por encima del
principio de la supremacía constitucional. El aval para ello se lo dio la Sala
Político Administrativa de la antigua Corte Suprema de Justicia en una muy
confusa y ambigua sentencia de enero 1999, de la cual podía deducirse
cualquier cosa menos la respuesta clara a la consulta que se le había for­
mulado de si para convocar el referendo sobre la Asamblea Constituyente
era o no necesario reformar previamente la Constitución. La carencia de la
sentencia, sin embargo, como ocurre frecuentemente en política, la suplió
la opinión pública y,particularmente, el titular de un diario capitalino que fue
el que efectivamente "sentenció" que si era posible el referendo sobre la
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Constituyente sin reforma constitucional, cuando eso no estaba dicho en la
sentencia.

Con este hecho, más que acto, se inicio el proceso constituyente en
el país, fundamentado en la interpretación de la Constitución de 1961 y de
los alcances del derecho a la participación política que no estaba expresa­
mente enumerado en el texto, como en cambio, ahora sí lo está, pero con
violaciones más cotidianas. La Sala Político Administrativa, en sentencias
posteriores del primer semestre de 1999 pretendió recoger los vientos que
había sembrado en enero de 1999, y afirmó sucesivamente que el proceso
constituyente se debía realizar en el marco de la Constitución de 1961, que
la Asamblea Nacional Constituyente a la que se refería el referendo del 25
de abril de 1999 no podía tener carácter originario y que, mientras duraba
su funcionamiento, debía respetar los poderes constituidos conforme a la
Constitución de 1961.

Por supuesto, ello fue una ilusión manifestada además demasiado
tarde. Aún habiendo sido electa en el marco del referendo consultivo del 25
de abril, que la limitaba, desde el día de su instalación, el 3 de agosto de
1999, la Asamblea Nacional Constituyente asumió el carácter de poder
constituyente originario, y ello, además, con una composición totalmente
exclusionista y exclusivista. Con tales poderes que se fue auto atribuyendo
progresivamente en cada acto que dictó: en su Estatuto de funcionamiento,

.en la intervención del Poder Judicial, en la intervención del Congreso, en la
intervención de las Asambleas Legislativas y Concejos Municipales, y en la
suspensión de las elecciones municipales; la Asamblea Nacional Consti­
tuyente dio un golpe de Estado en este país, hecho que se produce, precisa­
mente, cuando un órgano constitucional electo irrumpe contra la Constitución.

Posteriormente, cuando conoció de la impugnación del Decreto de
intervención del Poder Legislativo, la Sala Político Administrativa de la an­
tigua Corte Suprema, en octubre de 1999 dictó su sentencia de extinción,
pensando que complaciendo al Poder se escaparía de la represalia; e, inclu­
so, algunos magistrados disidentes en sus votos salvados trataron de expli­
car que era lo que habían querido decir, exactamente, en la sentencia inicial
de enero de 1999. Demasiado tarde, por supuesto, tan tarde que a los pocos
días de la intervención del Poder Judicial, la propia Corte Suprema, en un
penoso Acuerdo, pretendió, a la vez, aprobar y desaprobar la intervención,
permitiendo, sin embargo, que uno de sus Magistrados formara parte de la
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Comisión de intervención judicial. Ello constituyó, por supuesto, la auto
ejecución de la sentencia de desaparición ya dictada, pues en diciembre
casi todos los magistrados fueron removidos, salvo aquéllos que, después
de la honrosa renuncia de la Presidenta de la Corte, más se habían someti­
do al Poder.

La Constitución de 1961 fue pisoteada por la Asamblea Nacional
Constituyente, la cual produjo un nuevo texto constitucional donde no sólo
se cambiaron cosas para dejarlas igual, sino lo más grave, para que los
defectos políticos del sistema se agudizaran. La Constitución de 1999, en
efecto, preservó la partidocracia como sistema de control del poder aun
cuando con nuevos partidos menos estructurados y más aluvionales que los
tradicionales, agravada por el insólito hecho, primero, de pretender denominar
a la República misma con el nombre de un partido político usando el nom­
bre de Bolívar; y segundo, de que, sin pudor, el presidente del partido de
gobierno es el Presidente de la República y sus más destacados Ministros
son los coordinadores del partido. Recuerden que la Constitución, en vano,
dice que los funcionarios públicos están al servicio del Estado y no de par­
cialidad política, ¡qué ironía!

La Constitución de 1999, además, acentúo el centralismo de Esta­
do, reduciendo las autonomías de los Estados y Municipios y minimizando
su protagonismo político; exacerbó el Presidencialismo, eliminando las
atenuaciones tradicionales del constitucionalismo y estableciendo incluso
hasta la delegación legislativa sin límites expresos, cuyo ejercicio, entre
otras causas, tiene actualmente al país en la grave crisis de gobernabilidad
que a todos nos está afectando. La Constitución de 1999, además, des­
dibujó la separación y balance de los poderes del Estado, propiciando su
concentración inusitada en el Presidente y en la Asamblea, con grave peli­
gro para el juego democrático; acentuó el paternalismo del Estado y el
estatismo, lo que resulta inviable con la crisis del Estado Petrolero; y consti­
tucionalizó el militarismo en una forma que ni siquiera se consigue en las
Constituciones gomecistas. Por ello hemos dicho desde el inicio, que la
Constitución de 1999 es una Constitución autoritaria.

Pero además, todos los aspectos positivos de la Constitución,
que los tiene, fueron secuestrados por la propia Asamblea Nacional Consti­
tuyente a la semana de haber sido aprobada la Constitución por el pueblo,
mediante la emisión del famoso Decreto sobre Régimen de Transición del
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Poder Público de 22 de diciembre de 1999, con el cual se dió origen a un
régimen constitucional paralelo, no aprobado por el pueblo. La Asamblea
continúo, así, con el golpe de Estado, pero esta vez contra la nueva Consti­
tución, hecho que fue lamentablemente avalado por el nuevo Tribunal Su­
premo cuyos Magistrados fueron, precisamente, producto del mismo régimen
transitorio por ella diseñado.

Ello podía esperarse pero, ciertamente, no en la forma tan servil
como lo hicieron. Este Tribunal Supremo, así, ha dicho que en Venezuela
hay dos Constituciones: una, la aprobada por el pueblo y otra la dictada por
la Asamblea Constituyente con la cual no sólo se suspendió la vigencia de
la anterior, sino que es proteica, amoldada al gusto de los magistrados y de
los requerimientos del Poder, Por ello, cuando en el país se trató de
actualizar los excelentes mecanismos de participación política que regula
la Constitución, con el régimen ,transitorio en la mano, la Asamblea Nacio­
nal, con el inefable aval del Tribunal Supremo, ignoró la Constitución al
designar a los titulares de los órganos del Poder Ciudadano y del Poder
Electoral sin participación alguna de la sociedad civil, y en cuanto a la
designación de los propios Magistrados del Tribunal Supremo, estos
tuvieron la desfachatez, en su afán de ser ratificados, de llegar a decir que
la Constitución no se les aplicaba a ellos mismos. Ignoraron, entre otras
cosas, el principal de los derechos y garantías constitucionales del mundo
moderno: ¡que nadie puede ser juez en su propia causa!

La participación política y la democracia participativa, que son las
expresiones más usadas en la Constitución y la más expuestas verbalmente
por quienes asaltaron el Poder en 1999, han sido totalmente secuestradas.
El último ejemplo de ello ha sido el olvido de realizar la consulta popular
establecida en forma obligatoria en la Constitución, como vía de partici­
pación política, en la elaboración de los decretos leyes habilitados, lo que
incluso los hace nulos de nulidad absoluta, como lo dispone la recién dictada
Ley Orgánica de la Administración Pública de octubre de 2001. Pero qué
importa que eso lo diga la Ley, si como se puede constatar de las ejecuto­
rias del gobierno ¡ésta no tiene valor alguno ante la arrogancia del Poder!

Venezuela vive, actualmente, por tanto, una tragedia política. Lo
que podía haber sido un gobierno de cambio para profundizar la democra­
cia que permitiera iniciar, con el propio Siglo XXI, un nuevo ciclo histórico
político de democracia descentralizada y participativa, no ha resultado otra
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cosa que una deformación y caricatura de todos los vicios del ciclo iniciado
en 1945, el cual, por tanto, no ha concluido. En el cuadro de la historia, ese
será el mayor castigo que tendrá el Presidente Chávez y sus tropas de
asalto, haberse constituido en lo peor del ciclo del partidismo centralista,
con todos los problemas económicos y sociales agravados. Además, im­
posible constatar mayor ineficiencia en la Administración Pública, cuyos
jefes, muchos de ellos militares, como "concejales hambrientos" según el
viejo dicho castizo, han llegado al poder para saciarse en un marco de
corrupción nunca antes visto. Al punto, incluso, de que se confiesan públi­
camente delitos de salvaguarda, como ha ocurrido hace pocos días con lo
dicho en la prensa por un General sobre la forma del manejo, en dinero
efectivo, del llamado plan Bolívar 2000, aceptando la comisión de los delitos
de peculado culposo y malversación genérica; y frente a esto, nadie sabe
por dónde anda el Controlar General de la República, o si realmente tal
funcionario existe.

La crisis política que estalló en 1989, por tanto, continúa agravada.
Nada hemos superado y, al contrario, hemos complicado aún más las co­
sas. Pero no nos extrañemos; históricamente estas crisis han durado siem­
pre en promedio dos décadas y ¡de la historia debemos aprender!
Recordemos: la crisis y cambio político entre el primero y segundo período
de nuestra historia republicana puede decirse que duró 26 años, desde 1848,
el día del fusilamiento del Congreso con las Revoluciones de Marzo, la Azul
y la de Abril y las guerras federales incluidas, hasta 1874 cuando Guzmán
Blanco se consolidó en el Poder; el tránsito entre el segundo y tercer período
de nuestra historia, que duro 20 años, se inicio en 1888 al dejar Guzmán
Blanco el vacío de poder, con las Revoluciones Legalistas, Liberal Restau­
radora y Libertadora incluidas, hasta la consolidación de Juan Vicente Gómez
en el Poder en 1908; y el tránsito del tercero al cuarto periodo político de
nuestra historia, que duro 23 años, se inició con la muerte de Gómez en
1935, con la Revolución de Octubre y la década militar incluida, hasta la
consolidación de la democracia, consecuencia del Pacto de Punto Fijo, en
1958.

La crisis política que está marcando al fin del cuarto período de
nuestra historia como señalé, puede decirse que afloró con el Caracazo en
1989, y precisamente estamos en medio de ella; no ha concluido. Si le
hacemos caso a las enseñanzas de nuestra historia, todavía tendremos una
década de crisis política severa por delante, para solucionarla. Ello, además,
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es muy probable que así sea, dado el grado de destrucción institucional que
hemos tenido en estos últimos tres años.

Sólo reconstruir lo destruido, sin mayores mejoras, nos tomará más
de un lustro, y siempre que la tarea la emprenda el país lo más pronto
posible.

En todo caso, como hace tres años, la actual crisis política, como
siempre ha sucedido en la historia, sólo puede enfrentarse con un acuerdo
que garantice la gobernabilidad.

De eso precisamente se trata la democracia; lo cual no ha entendi­
do el ex-militar que tenemos en la Presidencia de la República: de acuer­
dos, de consenso, de disidencias, de discusiones y de soluciones concertadas
o votadas. Espanta leer, sin embargo, todos los epítetos inimaginables que
aún salen de las cuevas y trincheras políticas, cuando para enfrentar el
problema de gobernabilidad que tenemos se plantea la necesidad de un
nuevo acuerdo político para asegurar la gobernabilidad democrática. Lo
insólito es que si no lo hay, lo que vamos a perder es la propia democracia
y quizás a ello está apuntando el Presidente de la República.

Un acuerdo que asegure la gobernabilidad, por supuesto insisto,
exige identificar el precio que hay que pagar por la paz y la democracia por
parte de cada uno de los que quieran que éstas continúen.

La democracia venezolana se mantuvo por cuarenta años gracias
a que los partidos políticos abandonaron el exclusivismo sectario de los
años cuarenta del siglo pasado, y tuvieron que comprender por la represión
de la dictadura militar, que en estas tierras no se podía pretender gobernar
ni con exclusiones ni con un partido único o mayoritario que impusiere su
voluntad; y que había que llegar a un acuerdo de gobernabilidad democráti­
ca con los partidos existentes, así fueran minoritarios. Ese fue el Pacto de
Punto Fijo, y ese acuerdo hizo posible la sobrevivencia de la democracia.

Pero ahora, con el vacío de poder que se nos avecina, el acuerdo
que se necesita para asegurar la gobernabilidad futura, por tanto, es mucho
más complejo que el de 1958. Requiere de la participación de muchos nue­
vos actores y, por sobre todo, requiere de un mecanismo que les garan­
tice su representatividad democrática, sin exclusiones, con el objeto de
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reconstituir el sistema político. Para ello hay que tratar de llegar a es­
tablecer unas reglas mínimas de juego político que permitan enfrentar de
inmediato la crisis política, económica y social, que es de verdad, y que
exige comenzar a adoptar medidas de mediano y largo plazo. Toda la
imaginación creadora tiene que ser desplegada, pues lo que no podemos
hacer ahora, es no hacer nada.

La historia también nos enseña que estas oportunidades creadoras,
muy lamentablemente, muchas veces se han perdido. Sucedió con la crisis que
comenzó a aflorar en los años que precedieron a la Revolución Federal,
con dos reformas constitucionales y una Constituyente tardía, la de 1858;
sucedió con la crisis de fin del Siglo XIX, también con dos reformas consti­
tucionales y otra Constituyente tardía y mal convocada, la de 1891; Ysucedió
con la crisis de los cuarenta del siglo pasado, con una reforma constitucio­
nal y una Constituyente exclusionista, la de 1946. En ninguna de esas oca­
siones el liderazgo pudo inventar nada nuevo para cambiar lo que era
indispensable e inevitable cambiar, y lamentablemente fue inevitable la Guerra
Federal para llegar a la Constituyente de 1863; fue inevitable la otra guerra
de Gómez contra los caudillos federales para llegar a las Constituyentes de
1901 y 1904; fue inevitable el golpe de Estado del 18 de octubre para llegar
a la Constituyente de 1946; y también fue inevitable el militarismo de 10s
años cincuenta para llegar al Congreso reconstituyente de 1958.

En el actual proceso ya llevamos varios signos que tenemos que
fijar para afrontar la crisis: los dos intentos de golpe de Estado militarista de
1992; el fracaso del intento de reforma constitucional del mismo año 1992;
el enjuiciamiento del Presidente Pérez, por mucho menos de lo que hoy
leemos confesado por altos jerarcas militares; el gobierno de transición del
Presidente Velásquez; y la Asamblea Nacional Constituyente de 1999, ex­
clusivionista y exclusivista.

Lo cierto, en todo caso, es que no tenemos ni podemos tener fór­
mulas prefabricadas para el futuro; y en todo caso, ya es demasiado tarde
para ello. Además, un gobernante como el que tenemos, que gobierna
basado en el arte del desconcierto, a veces impide fijar la atención sobre
los problemas graves del país. Pero todo indica que por su fracaso, cuando
tome realmente conciencia del mismo, terminará desconcertándose a su
mismo. Aquí no habrá golpe de Estado, el gobierno se desmoronará a si
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mismo, por lo que no hay otra actitud actual que no sea la de estar avisados
y preparados para reconstruir; es todo lo que hoy podemos decir.

244
/

DERECHO y SOCIEDAD




